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EAEko AUZITEGI NAGUSIA
ADMI NISTRAZIOAREKIKO AUZI EN SALA

BARROETA ALDAMAR, 10-2u Planta-CP: 48001 Bilbao
TEL.: 94-401 6655 FAX: 94-4016996
NIG PV: 20.05.3-16/001401
NIG CGPJ: 20069.33.3-201 6/0001401

Procedimiento: Procedimiento ordinario 1160/2017 - Seccion la
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TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL PAíS VASCO
SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO

Demandante: MANCOMUNIDAD DE TOLOSALDEA
Representante: IDOIA GUTIERREZ ARETXABALETA

Demandado: CONSORCIO DE RESIDUOS DE
GIPUZKOA y EKONDAKIN ENERGIA Y MEDIO
AMBIENTE S.A.
Representante: AMAYA LAURA MARTINEZ SANCHEZ
y ARANTZANE GORRINOBEASKOA ETXEBARRIA

ACTUACIÓN RECURRIDA: RESOLUCION 3/2016 DE 3-10-16 DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVo FOML DE
RECURSOS CONTRACTUALES DE LA DIPUTACION FOML DE GIPUZKOA POR EL QUE SE ACUERDA INADMITIR
EL RECURSO ESPECIAL EN MATERIA DE CONTRATACION INTERPUESTO CONTM LOS PLIEGOS DE
CONDICIONES DEL CONTRATO DE CONCESIO DE OBRA PUBLICA DEL COMPLEJO MEDIOAMBIENTAL DE
GIPUZKOA FASE l. ¡

REMITIENDO TESTIMONIO SENTENCIA. OLUCION DEL TRIBUNAL SUPREMO v el
exped¡ente adm¡n istrat¡vo

1.- Adjunto se remite testimonio de la sentencia dictada por esta Sala en el recurso
contencioso-administrativo referenciado y que ha alcanzado el carácter de firme al haber sido
declarado inadmisible el recurso de casación interpuesto contra la referida sentencia.

2.- lgualmente se devuelve el expediente administrativo que fue remitido por ese ra la
sustanciación del presente recurso

2.- Esa Administración debe acusar recibo de la presente comuni de DIEZ DÍAS

3.- La presente comun¡cación se rem¡te ue sea devuelto un ejemplar
fechado, firmado y sellado.

En Bilbao a 29 de noviembre de 2019
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TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL PAíS VASCO SALA DE LO
CO NTEN CI OSO.ADMI NISTRATIVO

EAEko AUZITEGI NAGUSIA ADMINISTRAZIOAREKIKO AUZTEN SALA

BARROETA ALDAMAR 10-2a Planta-CP/PK: 48001
TEL.:94-4016655

NIG PV/ IZO EAE: 20.05.3-16/001401
NIG CGPJ / IZO BJKN: 20069.33.3-2016/0001401

Procedimiento / Prozedura: Procedimiento ordinario / Prozedura arrunta ll60/2017
- Seccion la

Demandante / Demandatzailea: MANCOMUNIDAD DE TOLOSALDEA
Representante I Or dezkaria: I DOIA GUTI ERR EZ ARETXABALETA

Demandado / Demandatua: CONSORCIO DE RESIDUOS DE GIPUZKOA y EKONDAKIN ENERGTA y
MEDIO AMBIENTE S.A,
Representante I Ordezkaria: AMAYA LAURA MARTINEZ SANCHEZ y ARANTZANE GORRTñOBEASKOA
ETXEBARRIA

AcruAclÓN RECURRIDA / ERREKURRITUTAKo JARDUNA: RESoLUCtoN 3/20't6 DE 3-10-.16 DEL
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO FORAL DE RECURSOS CONTRACTUALES DE LA DIPUTACION FORAL DE
GIPUZKOA POR EL QUE SE ACUERDA INADMITIR EL RECURSO ESPECIAL EN MATERIA DE
CONTRATACION INTERPUESTO CONTRA LOS PLIEGOS DE CONDICIONES DEL DE
CONCESIO DE OBRA PUBLICA DEL COMPLEJO MEDIOAMBIENTAL DE GIPUZKOA F

r1¡

D. IGNACIO SARALEGUI PRIETO, Letrado de ta Admi J
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del Paí

CERTIFICO: Que en el Procedimiento ordinario 116012017, se ha
contenido literal:

lución iente

lo

ü

SENTENCIA NÚMERO 3741201 8

ILMOS./AS. SRES./AS.
PRESIDENTE:
D. LUIS JAVIER MURGOITIO ESTEFANÍA

MAGISTRADOS/AS:
D. JUAN ALBERTO FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ
D.'PAULA PLATAS GARCÍA

En Bilbao, a doce de diciembre de dos mil dieciocho,

La Sección lo de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia del País Vasco, compuesta por el Presidente y Magistrados/as antes
expresados, ha pronunciado la siguiente Sentencia en el recurso registrado con el número
116012017 y seguido por el procedimiento ordinario, en el que se impugna la Resolución
3/2016 de 3 de octubre del Tribunal Administrativo Foral de Recursos Contractuales de
Gipuzkoa que inadrnitió el recurso especial en materia de contratación interpuesto por la
Mancomunidad de Tolosaldea contra los Pliegos de condiciones del contrato para el
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diseño, financiación, construcción, operación y mantenimiento del Complejo

Medioambiental de Gipuzkoa (fase l) aprobados el28-07-2016 por la Asamblea General

del Consorcio de Residuos de Gipuzkoa'

Son partes en dicho recurso:

-DEMANDANTE: La MANCOMUNIDAD DE TOLOSALDEA, representada

por la letrada D.^ IDOIA GUTIÉRREZ ARETXABALETA y dirigida por el letrado D,

AITOR TZTIJET A GARAICOECHEA.

-DEMANDADA: EI CONSORCIO DE RESIDUOS DE GIPUZI(OA'

representado por D.. ARANTZANE GORRIÑOBEASI(OA ETXEBARRIA y dirigido

por la letrada D." LEIRE LERTXLTNDI BERISTAIN.

- OTRA DEMANDADA: EKONDAKIN ENERGIA Y MEDIO AMBIENTE

S.A., representada por la procuradora D." AMAYA LAURA MARTINEZ SANCHEZ y

dirigida por el letrado D. JOANES LABAYEN ANDONAEGTII'

Ha sido Magistrado Ponente el lltmo. Sr. D. JUAN ALBERTO FERNÁNDEZ

FERNÁNDEZ.

I.- ANTECEDENTES DE HECHO

pRIMERO.- Por decreto de fecha 01 de septiembre de 2017, entre otros

extremos, se estimaba la competencia de esta Sala para conocer del presente recurso

contencioso-adminitrativo y se aceptaba la inhibición acordada por el Juzgado de lo

Contencioso-administrativo lto 3 de Donostia (en su plocedirniento oldinario N" 46612016),

Se intepone dicho recurso por la procuradora D.u Idoia Gutiérrez Aretxabaleta,

actuando en nombre y representación de la MANCOMLINIDAD DE TOLOSALDEA,

contra la Resoluciln 312016 de 3 de octubre del Tribunal Administrativo Foral de

Recursos Contractuales de Gipuzkoa que inadmitió el recurso especial en materia de

una sentencia en base a los hechos y fundamentos de derecho en él expresados y que

,\tll damos por reproducidos

TERCERO.- En los escritos de contestación, en base a los hechos y

fundamentos de derecho en ellos expresados, se solicitó de este Tribunal el dictado de

una sentencia por la que se desestimaran los pedimentos de la actora.

'},}
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cuanría ,r:Y*Hg ;:ilr"":tteto 
de 07 de marzo de 2018 se fijó como indeterminada ra

que obra 3J"til;" 
EI procedirniento se recibió a prueba, pracricándose con er resurrado

SEXTO._ 
.En los escritos de conclusiones larpretensiones que tenía¡ solicitadas. wvrrvrqrrulrcs las partes reprodujeron las

sÉPTrMo'- Por resolución de fecha 19 de noviembre de 201g se señaló el
pasado día 22 de noviembr. o. zó r r p alra Ia votació"; i"r;';er presente recurso.

trámires ir:Ifü:;"ff.lX,Jrlstanciación del procedi'rienro se han observado ros

Según la resolución recurrida "la Mancomunidad de Tolosal dea carece de underecho o interés propio y diferenciado frente al Consorcio de Residuos de Gipuzkoa. Nose percibe en ella otro interés que el de la mera defensa de la legalidad, no basta,según hemos dicho, como elemento legitimador sufi ciente,,.

Esa resolución se sustenta en la aplicación a la M daden cuanto mie¡rrbro de la Asamb lea General del Consorcio dela prohibición del artículo 20 a) de la LJCA, y no de Ia excepción del artíla LBRL, que reconoce la legitimación para recurrir los acuerdos de las éntidades Iunlcamente a sus miembros electivos por razón del mandatoseno, porque no hay un conflicto de intereses entre la M

PRIMERO'- El recurso contencioso-administrativo se rra presentado contra raResolución 3/2016 de 3 de octubre del Tribunar Adrrrinistrativo Forar de Recursoscontractuales de Gipu zkoa que inadmiüó el recurso ,rf".,r, en 
'rateria 

de contrataciónintetpuesto por la Mancomunidad de Tolosaldea ,ontá los pliegos de condiciones delcontrato para er diseño, financiación, construcción, operación y mantenimiento dercomplejo Medioambientar de Gipuzkoa (fase t; aprouaaos er 2g_0 7_2016 por raAsamblea General del Consorcio de Residuos de GipLrzkoa.

D

S

e SU

yelConsorcio de Residuo s de Gipuzkoa como centros de imputac ión diferenciados
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SEGUNDO.- La recurrente, Mancomunidad de Tolosaldea invoca su interés

directo en el pleito como fundamento de su legitimación activa en las siguientes

consideraciones:

.,... Así, es preciso tener en cuenta que de conformidad con lo dispuesto en el

artículo 22 de los Estatutos del Consorcio de Residuos de Gipuzkoa (publicados en el

Boletín Oficial de Gipuzko a el 17 de mayo de 2007, n" 96) las apoftaciones necesarias

para la constitución y el funcionamiento del Consorcio serán abonadas por los entes

consorciados. El coste de los servicios del Consorcio también será abonado por los Entes

Consorciados usuarios de los mismos, en proporción a los servicios qure el Consorcio

preste a cadauno de ellos, en función de las tarifas que anualmente apruebe la Asamblea.

En este sentido tiene especial importancia e incidencia sobre la t'nancomunidad de

Tolosaldea, todos los acuerdos relativos al tratamiento de los residuos en alta y más aún

los que de una forma u otra impliquen un gasto para la ntancomunidad' La contratacióti

que acuerde el Consorcio relativa al tratamiento de los residuos en todas sus facetas incide

de lleno en la capacidad presupuestaria de la Mancomunidad de Tolosaldea pues, junto

con el resto de entes consorciados, asume directamente las consecuencias de tal

contratación y el abono del importe económico que de ello se deriva.

Así por poner un ejemplo elegir un sistema ineficiente o no trasladar el riesgo

operacional al concesionario, además de vulnerar la legislación vigente, tienen efectos

directos sobre la Mancomunidad de Tolosaldea que no tiene por que soportar actuaciotres

antijurídicas del Consorcio de Residuos de Gipuzkoa que resultan gravosas

económicamente.

A mayor abundamiento, el artículo 28 de los citados estatutos relativo al régimen

de las tarifas no hace sino apuntalar la tesis que defendemos"'

A esas consideraciones añade la recurrente la acción pública para exigir el

cumplimiento de los documentos de planificación sectorial / Documento de Progreso del

pIGRUG) y territorial (PTSIRUG), de conformidad con los artículos 3.4 de la Ley 311998

de 27 de febrero de protección del medio ambiente del País Vasco y 5 f) del Real Decreto

Legislativo 712015 de 30 de octubre que aprobó el texto refundido de la ley del suelo y

rehabilitación urbana, e invoca la sentencia n" 31312017 de esta Sala (Rec. de apelación

45912017) que reconoció la legitimación de la Mancomunidad de Tolosaldea para la

a de.qs intereses frente a acuerdos del Consorcio de Residuos de Gipuzkoa'

\
TERCERO.- El demandado, Consorcio de Residuos de Gipuzkoa alegó la

recurso contencioso por incongruencia entre el objeto de este

fundamentos de derecho y suplico de la demanda y desviación de su
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Segúrn esa parte la dernanda no se dirige contra Ia Resolución recurrida del

TAFRC sino que su verdadero objeto es el Acuerdo de 28-07-2016 de la Asamblea

General del Consorcio contra el cual se interpuso el recurso especial inadmitido por el

TAFRC por falta de legitimación de la recurrente, y esta parte no ha distinguido entre la

legitimación para interponer el recurso especial y la legitimación para interponer el

recurso contencioso, ya que rnás allá de alusiones genéricas a su legitimación en esta

caLlsa no ha contradicl-ro los motivos sobre la falta de interés legítimo de la recurrente

expuesto en el fundamento 3o del acto recurrido, y se ha invocado la acción pírblica en

materia distinta a la contractual lo que puede fundar la legitimación en este proceso pero

no en el recLrrso administrativo ante eITAFRC.

Por otra parte, el mismo demandado sin dejar de reconocer la legitimación de la

recurrente en lo que atafie a la Resolución recurrida del TAFRC de Gipuzkoa, sostiene la

conformidad a derecl,o de esa Resolución por sus propios fundamentos y porque "el
interés directo que alega la recurrente (las aportaciones que tiene que realizar a través de

la tarifa) no es más que un artificio que utiliza para sortear la prohibición del art.20.a de

la LJCA y arrogarse legitimación por la via del artículo l9 de la LJCA" y concluye su

análisis sobre los muchos procesos judiciales instados por la recurrente con este reproche:

".,...resulta evidente que la Mancomunidad de Tolosaldea está siendo instrumentalizada

por quienes la gobiernan, sin que el presente procedimiento tenga por objeto la defensa de

un interés directo y legítimo de la mancomunidad que le otorgaría la legitimación, sino

que quienes la gobiernan pretenden lograr la consecución de un objetivo única y
exclusivamente político, corno es que el Consorcio de Residuos de Gipuzkoa no cumpla

su objeto social y, en consecuencia, no se cumpla la Norma Foral712008, impidiendo así

la construcción de la incineradora y, por lo tanto, la materialización del modelo de gestión

de residuos aprobado por las Juntas Generales".

CUARTO.- El otro demandado, Ekonda Kin Energía y Medio Ambiente S.A.

admite la legitimación ad processum de [a recurrente pero comparte las dos causas de

inadmisibilidad opuestas por el Consorcio de Residuos de Gipuzkoa:

a) La de incongruencia y desviación procesal porque el culado

(en dernanda) como si no se hubiera dictado la

mismo y, en su lugar, se hubiera interpuesto di

el Acuerdo de la Asamblea General del Consorcio que apio

licitación que fueron objeto del recurso especial inadmitido poÉ1á

resolución.

b) La falta de legitimación de la Mancomunidad de Tolo

recurso especial en materia de contratación:

31201 del

la

ner el
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La legitimación reconocida por el artículo 42 del TRLCSP está reservada a

los titulares de derechos o intereses legítimos que se hayan visto

perjudicados o puedan resultar afectados por las decisiones recurridas, y no

parala defensa de la legalidad (supuesto de acción pública) en materia de

contratación o urbanística.

La conformidad de los Pliegos de la licitación con la legalidad concierne a

los intereses de los Iicitadores. interesados en la licitación o afectados por

sus condiciones (p.e. asociaciones o entidades representativas de intereses

profesionales o económicos) y no al interés (en la defensa simplemerrte de

la legalidad) de la Mancomunidad recurrente.

La prohibición del artículo 20 a) de la LJCA de aplicación a [a

Mancomunidad de Tolosaldea en cuanto entidad agrupada en el Consorcio

de Residuos de Gipuzkoa.

La única excepción a la anterior prohibición: el recurso de los concejales

contra los acuerdos de las corporaciones locales a que peftenezcan ( STS ,

Sala 3u, Secc.4u de26-09-2014).

La actora no ha acreditado actuar en defensa de un interés legítimo

contradictorio, diferenciado dentro del interés común del Consorcio y

oponible a ese últin,o (supuesto contemplado por la sentencia n" 31312017

de la Sala); por el contrario, la incorporación de las Mancomunidades al

Consorcio implica asumir el coste de gestión de los residuos en alta de

acuerdo al modelo de infraestructuras aprobado por las Juntas Generales

(PTGRUG 2002-2016).

QUINTO.- La recurrente ha solicitado en el sr"rplico de la demanda que "se dicte

sentencia declarando la nulidad del acuerdo impugnado y, por 1o tanto, del expediente de

contratación o subsidiariamente declare su nulidad".

Teniendo en cuenta que el acuerdo impugnado es la Resolución 312016 del

TAFRC de Gipuzkoa que inadmitió el recurso especial interpuesto contra el Acuerdo de

la Asamblea General del Consorcio de Residuos de Gipuzkoa, reseñado más arriba, hay

que entender que [a pretensión de anulación deducida en el suplico de la demanda se

amb os actos y no directa y exclusivamente contra el Acurerdo de la entidad

si bien la fundamentación de la demanda, aun sin eludir la Resolución

centrado en los Pliegos de condiciones del contrato de concesión de

por el antedicho Acuerdo del Consorcio de Residuos de

del TAFRC,

ob¡p pública

Gipuzkoa.
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Así es que, en el primero de los fundamentos de la demanda (calificado

erróneamente de procesal) se exponen los motivos por los cuales la recurrente considera

qLre, en oposición a los fundamentos de la Resolución 312016, es titular de un derecho o

interés respecto al objeto del proceso.

Por lo tanto, aullque los términos en que han sido redactados ese fündamento (y

antes el refbrido a la competencia del Juzgado) y el suplico de la demanda parecen más

acordes al supuesto de interposición del recurso directamente contra el acuerdo de

apropiación de los pliegos de la contratación, no puede apreciarse la excepción de

desviación procesal planteada por los demandados en razón a la incongruencia de los

fundamentos y pretensiones expuestos en demanda con el objeto del recurso contencioso

señalado en el escrito de interposición,

Por otra parte, nada obsta a que el recurso contencioso se extienda al Acuerdo

del C.R.G. que fue objeto del recurso especial inadmitido por la Resolución del TAFRC

de Gipuzkoa, pues esta instancia (udicial) no puede ser tomada como una segunda

instancia administrativa o de revisión jerárquica de dicha resolución, sino plenamente

jurisdiccional, de suerte que en el caso de reconocer al recurrente la legitimación discutida

no habría que ordenar la retroacción de actuaciones para que aquel órgano resuelva los

motivos de riulidad del Acuerdo del C.R.G. sino que este Tribunal debería pronunciarse

sobre la validez de ese acuerdo en congruencia con lo alegado y probado en el proceso.

SEXTO.- Los demandados no han discutido la legitimación de la recurrente pala

inrpugnar la Resolución312016 del TAFRC de Gipuzkoa, no en vano ese acuerdo alhaber

inadrnitido el recurso especial interpuesto por la Mancomunidad de Tolosaldea afecta a

los intereses de esta,

Lo que está en discusión no es la legitimación de la recurrente en este proceso,

ampanda por el artículo l9.l a) de la Ley Jurisdiccional, sino su legitimación para

interponer el recllrso especial en materia contractual inadrnitido por la precitada

Resolución del TAFRC de Gipr.rzkoa.

Así, lo que el TARC de Gipuzkoa ha tratado como causa de i del

mencionado recLlrso especial debe ser tratado en este proceso como cuestión

previa a las otras cuestiones de fondo planteadas sobre la nulidad de

condiciones de la contratación aprobadas por el Acuerdo del Consorcio dd

fue objeto del recurso especial antedicho, y no como un presupuesto

adrnisibilidad del recurso contencioso

Esto no quiere decir que no sea de aplicación al caso el de la Ley

Jurisdiccional sino que la legitimación de la recurrente, controvertida en este proceso, ha

de ser examinada en atención al objeto del recurso especial inadmitido por la Resolución

e
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312016 del TAFRC de Gipuzkoa. Y el caso es que la recurrente apafte su confusión, al

menos nominal, entre legitimación administrativa y procesal, no discute la aplicación del

aftículo 20 a) de la LJCA para decidir sobre su legitirnación (la negada por la precitada

Resolución del TAFRC) sino que sostiene la inaplicación de esa regla en razón a las

consecuencias económicas de la contratación sobre sus recursos y aportaciones al

Consorcio de Residuos, a modo de excepción a la prohibición de aquel precepto (v.g. la

sentencia n" 31312017 de esta Sala; Rec. de apelación 45912017, invocada en el escrito de

demanda).

Y ciertamente la interposición del recurso especial ,y no directamente del

recurso contencioso, contra un acuerdo en materia propia del primero no puede obviar la

prohibición del artículo 20 a) de la Ley Jurisdiccional, sin dejar en manos del interesado la

elusión de esa norma, máxime teniendo en cuenta que la legitimación para interponer el

recurso administrativo previo al recurso jurisdiccional determina normalmente la

legitimación para interponer ese segundo recurso, y así lo ha entendido la Resolución

recurrida del TAFRC de Gipuzkoa.

Es por esa razón que el artículo 63.1 b) de la Ley 711985 de BRL añade una

regla a las disposiciones de la LJCA sobre legitimación que sin distinguir entre recurso

administrativo y judicial y conforme a las previsiones del artículo 20 a) de la Ley

Jurisdiccional constituye una excepción a la prohibición de ese último precepto a la que,

desde luego, no puede, y tampoco lo pretende, acogerse la entidad recurrente.

Por consiguiente, para dilucidar la cuestión referida a la legitimación del

recurrente para recurrir ante el TAFRC de Gipuzkoa el Acuerdo del C.R.G. que aprobó

los Pliegos de la mencionada contratación y, por extensión ante esta Sala, hay que atender

a los aftículos 42 del TRLCSP y 20 a) de la LJCA y a la doctrina de los Tribunales

invocada por las partes, teniendo en cuenta el objeto del recurso especial inadmitido, sus

efectos en la esfera jurídica de la recurrente y los fundamentos y fines de dicho recurso

administrativo trasladados al presente en demanda de la declaración de nulidad así de la

Resolución recurrida del TAFRC como del Acuerdo del C.R.G. contra el que se dirigió el

recurso inadmitido por esa Resolución.

al

: SÉPTIMo recurso contencioso-administrativo se funda en lo que concierne

Consorcio de Residuos de

, financiación, construcción,

de Gipuzkoa (Fase I) en los

VOS:
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5.- Vulneración de la precitada Directiva 20l4l23luE
PCAP no recoge el concepto de riesgo operacional.

6.- Vulneración de la misma Directiva: indemnización en

no imputable a la Administración (cláusula 61.2.1 del PCAP). :
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l.- Ilicitud del contrato. Vulneración de los artículos 9.1 y 3, y 103 de la
Constitución; 3,1 de la Ley 3011992;1255,1261,1271-1273 del Código Civil y 22 del

TRLCSP.: ar1.9.3 CE).

1.2. Vulneración del PTSIGRG de2009.. Vulneración del mismo principio.

1.3.- Falta de cobertura urbanística para la ejecución del CGM-Fase l.
Vulneración de los arlículos 21, 135 y 142 de la Ley 212006 del suelo y urbanismo del

País Vasco.

2,- Incornpetencia del CRG en materia de planificación sectorial, territorial y

urbanística

2.1. Vulneración de los artículos 70,74 y DT lo de la Ley 3/1998 de

protección general del medio ambiente, y del artículo 9 de la Norma Foral 612005 de 12

de julio sobre organización institucional, Gobierno y Administración de Gipuzkoa.

2.2. Yulneración del artículo 74 y DT 1o de la Ley3ll998,y de los artículos I 8

y 3 I de la Norma Foral 6/2005,

2.3. Vulneración de los artículos 91.1,96 y 97 de la Ley 212006.

2.4. Omisión de los procedimientos legalmente establecidos para Ia

aprobación de la planificación sectorial y territorial.

3.- Ilegalidad de la cláusula 3" delPCAP: régimen jurídico del contrato. No se

nrenciona la Directiva 20l4l23lUE de 26 de febrero del Parlamento Europeo y del

Consejo sobre la adjudicación del contrato de concesión.

4.- Error en la calificación jurídica del contrato: no es un contrato de

concesión de obra pública ni por su objeto, ni por su retribución, ni por sus cláusulas (de

reversión).

la_ cláus,qla 49 del
, ;ji",

7,- Vulneración del aftículo 8 ("Umbrales y rnétodo
'iü

estimado de las concesiones") la misma Directiva: cláusula 6 del PCAP,

8.- Estimación incorrecta del importe de la garantía defirritiva. Falta de

justificación de la disminución de dicha garantía. Incumplimiento de la obligación de

justificación establecida por el arlículo 95.4 del TRLCSP.

I
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9.- Estipulación de un criterio de solvencia económica y financiera en la

clár"rsula 18 .2.2. b) del PCAP no previsto por eITRLCSP.

10.- Vulneración del principio de libre acceso a la licitación en [a

determinación del criterio de solvencia técnica o profesional recogido en la clár-rsula

18 .2.3 a) del PCAP.

1 1.- La misma vulneración alegada en el anterior, respecto al apartado d) de Ia

misma cláusula del PCAP.

12.- Arbitrariedad en la determinación de los criterios que dependen de un

juicio de valor.

13.- Ilegalidad de la cláusula 25" del PCAP por exigir al adjudicatario, sin

justificación debida en el expediente, que se constituya en sociedad concesionaria.

Vulneración del principio de libre acceso a la licitación: art. 26.3 de la Directiva

20t4123luE.

14.- Ilegalidad de la cláusula 56" del PCAP: inadecr"ración al régimen de

modificación de los contratos de concesión establecido por la Directiva 2014123lUF..

15.- Ilegalidad de la cláusula 65" del PCAP y 12.16 del PPTP sobre la

reversión del contrato, por inadecuación de esa figura al contrato de concesión de obra.

16.- Vulneración del art.88 del TRLCSP: no se recoge el IVA como partida

independiente en el PCAP. Vulneración de los principios de trasparencia y gestión

eficiente de los fondos públicos del art. 1 delTRLCSP.

OCTAVO.- Los motivos que se acaban de exponer, en corlgruencia con el

objeto o pretensión última del recurso contencioso, esto es, la declaración de nulidad de

los Pliegos de la contratación aprobados por la Asamblea General del Consorcio de

Residuos de Gipuzkoade2S-07-2017 suscitan la disconformidad de esa licitación con la

legislación de contratos del sector público, particulannente, la Directiva 2014-23-UE

sobre la adj'udicación del contrato de concesión y el TRLCSP aprobado por RDL 3l20ll
y, por aRaáidufa).,,Ia vulneración de la planificación sectorial (gestión de residuos),

tenitorial y. urbanístlca.

Agí, la no está actuando en defensa de su interés o'particular" en

oposi oogeneral" inherente a la naturaleza y fines del Consorcio de Residuos

contradicción con ese interés, sino en defensa de la legalidad a la que

Y no podía ser de otra forma teniendo en cuenta que los Pliegos de la licitación

no son más que un instrumento para la ejecución de los actos (incluidas las regulaciones

10



sectorial y territorial) concernientes a la infraestructura denominada "Complejo

Medioambiental de Gipuzkoa" y su gestión mediante concesión y, por lo tanto, sin

virtualidad de producir efectos en la esfera jurídica de la Mancomunidad recurrente,

La aprobación de los Pliegos de la licitación a que se contrae el presente recurso

no ha introducido ninguna modificación en la situación jurídica de la Mancomunidad de

Tolosaldea causada por Acuerdos anteriores del misrno órgano del Consorcio de

Residuos de Gipuzkoa, a saber, la aprobación de la modificación de la forma de gestión

de los seryicios propios de esa entidad y, consiguientemente, la modificación del contrato

lllarco de encomienda de gestión entre el CRG Y GHK-SAU, del Reglamento de servicios

del CRG y de los Estatutos de esa entidad (Asamblea General del 22-03-2016);

aprobación del estudio de viabilidad de la concesión de obra púrblica, CMG-Fase l;
aprobación del anteproyecto de construcción y explotación de la concesión de la antedicha

obra (Asamblea General del 6-05-2016); aprobación del informe del Consejo de

Administración de GHI( sobre las repercusiones económicas, jurídicas y de gestióri del

Acuerdo de aprobación de la modificación del Convenio Marco entre el CRG y GHK,

SAU para la definición de la encomienda de gestión y del informe complementario sobre

prestaciones incorporables a dicho Convenio; aprobación del Acuerdo definitivo de

niodificación del Convenio Marco entre el CRG y GHI(, SAU para la definición de la

encomienda de gestión en alta de residuos de Gipuzkoa; aprobación de la segunda

modificación del Convenio Marco de encomienda de gestión entre el CRG y GHAK,

SAU; aprobación de la adenda al convenio de colaboración suscrito el4-06-2010 entre el

Ayuntamiento de Donostia y el CRG, vinculado a la gestión de los ámbitos de Arzabaleta

y Eskuzaitzeta y rnodificación del Reglamento del Servicio público de tratamiento y

transferencia de residuos urbanos (Asamblea General del 2l -06-201 6).

El expediente de contratación para el diseño, construcción, financiación,

operación y mantenimiento del Complejo Medioambiental de Gipurzkoa a cuyos Pliegos

se refieren las alegaciones de nulidad expuestas en el fundamento,,¿nterior viene

detenninado, por lo tanto, por los acuerdos en que la Asamblea General del'Consorcio de

Residuos (con la discrepancia de la Mancomunidad de To

tir{sk¿! A{f *noff ¡¿ [¡k¡de{rüko .,&sti?ja
.Adft lr¡ri{ra¿¡sailcñ üf i¿¡o paper¿

gestionar los servicios de su competencia y qué

alta de los residuos urbanos en ejecución de Ia plani

tales acuerdos trae causa el antedicho expediente de

reproducción de dichos acuerdos, sino vinculado a los mismog

necesario para su ejecución,

F!€pe¡ ds Sf¡c¡o dé l¿ 
^drniri$trildéfi 

*e Jus{¡4i¿ cri la
Con!un¡{rü{¡ Áutó*ort}a del l)¿lti V¡ilc(,

como

en

,yde
no acto de

en cu

En congruencia con su naturaleza y objeto, el expediente de contratación (léase

los Pliegos) no incorpora ninguna cláusula que afecte al status o situación jurídica de la

recurrente al margen de los acuerdos preexistentes del Consorcio de Residuos; son esos

acuerdos por si solos los que han afectado a los intereses jurídicos de la Mancomunidad

de Tolosaldea; los mismos intereses que han legitimado las acciones impugnatorias de

11
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esa entidad contra tales acuerdos (v.g. la sentencia n" 31312017 de esta Sala en el Rec.

apelación 45912017).

Desde esa perspectiva el expediente de contratación no es más que Ltn trámite en

el proceso de ejecución y explotación de la infraestructura (Cornple.io Medioambierrtal

de Gipuzkoa) prevista por la planificación sectorial y territorial, confornte al régimen de

gestión y anteproyecto aprobados por el Consorcio de Residuos de Gipuzkoa en cuya

discrepancia reside el interés de la Mancomunidad de Tolosaldea, diferenciado del interés

del Consorcio de Residuos; ya que los Pliegos de la mencionada contratación no pueden

concitar y no han concitado otro interés de la misma entidad consorciada que su interés

(no divisible) en la defensa de la legalidad tal como denotan el enunciado y desarrollo

argumental de todos los motivos del recurso contencioso.

Por lo tanto, la invocación de la legalidad o el fundamento en ella de los nrotivos

del recurso contencioso no es más, en lo que hace al caso, que un medio (léase también

pretexto) parala defensa de un interés que va rnás allá del interés de la recurrente afectado

por el acto recurrido con carácter previo ante el TAFRC de Gipuzkoa y ahora en este

procedimiento; dicho en otros términos, la parte impugna los Pliegos de [a contratación

para obtener la tutela no del interés en la legalidad (solo dispensable cuando se trata del

ejercicio de una acción pública) sino de un interés ooultra vires", o sea, el afectado por

actos ajenos a este procedimiento, sin más relación con su objeto que la instrumental

antes señalada.

Huy, evidentemente, un efecto reflejo de los acuerdos-antecedentes del

expediente de contratación en el objeto y condiciones de ese expediente pero ese efecto no

puede legitimar la acción impugnatoria de la Mancomunidad de Tolosaldea en cuanto esa

legitimación ha de fundarse en la relación de esa parte con el objeto del recurso

inadmitido por el TARC de Gipuzkoa y no con otros acuerdos , amén de que la conexión

de esos acuerdos (anteriores) con el de aprobación de los Pliegos no es tal que el de

aprobación de los Pliegos opere como una ampliación o modificación (tampoco una

reproducción) de los precedentes sino como un requerimiento del expediente (de

contratación pública) necesario para su ejecución y así, resulta que los acuerdos de la

Asambleageneral'del Consorcio del 6-05-2016 y del día21-06-2016 no han determirrado

el contenido de los Pliegos recurridos, sino tan solo el objeto de la contratación a que los

mismós se refieren en con el valor instrumental de ese expediente

Por lo tanto, uo es la recurrente sea titular de un derecho o interés amparable

en este pase por la defensa de la legalidad sino que so capa de

lad se pretende la tutela de un interés ultra processum; esto es, del

mlsmo ln le y tutelado en los recursos interpuestos contra los Acuerdos del

CRG respecto a los cuales la aprobación de los Pliegos de la licitación de la obra no

12



H*$k*l l\{Xono*¡¡á eflk¡degsko ",ilsti¿iR
lldini*¡sf ü?iaitrcn Oflz¡o Papcra

papé¡ d¿ Oi¡c¡o de l¿ Admin¡strec¡és dé J¡r$1¡ciá al ¡fl
Con¡sn¡d&d Aotó¡1onrá dal pais Va$c6

comporta ninguna innovación en la situación jurídica de la recurrente condicionada o

afectada por dichos Acuerdos.

La defensa del interés en la legalidad es la frnalidad que justifica, en sll caso, el

ejercicio de la acción pública; razón distinta a Ia de la defensa del derecho o interés

"particular" perjudicado por el acto recurrido ,que legitinia la acción impugnatoria de su

titular, en lo que hace al caso, de conformidad con el artículo 42 del TRLCSP.

NOVENO.- En la defensa de la legalidad no puede haber pugna o contradicción

de intereses entre los miembros del órgano colegiado de la Administración Pública,

porque la legalidad es un valor indivisible cuyo acatamiento y defensa concierne por

igr"ral, indiferenciadamente, a todos los miembros de aquel órgano,

Los poderes públicos están sujetos al ordenamiento jurídico (art. 9.1 de la
Constitución española); esto significa que los órganos de la Administración Pública, todos

sus miembros, deben ejercer sus funciones con arreglo a dicho principio, proclamado por

el apartado 3 del mismo precepto constitucional.

Cosa distinta es el control de la legalidad de la actuación administrativa a través

de los recursos procedentes, de esa natttraleza o jurisdiccional, pues tales acciones no

pueden ser instadas o ejercidas por los órganos (o sus miembros) de la Administración

Pública que ha dictado el acto recurrido, sino por las personas físicas o jurídicas que

tengan un derecho o interés que resulte afectado por dicho acto (Art. 42 del TRLCSP en

lo que lrace al caso; idem, el artículo 107.1 en relación al artículo 3l.l de la Ley 3011992;

artículo l9,l a) de la Ley Jurisdiccional).

Por lo tanto, los órganos de la Administración Pública deben actuar "ad intra" en

la defensa de la legalidad, con el apoyo, en su caso, de los órganos consultivos, de

asesoramiento o intervención, y no ad extra ante otros órganos de la istraci

ante los Tribunales; hete ahí, la prohibición del artículo 20 a) de la Ley Jur

no admite más excepciones que las autorizadas expresamente por la I

La defensa de la legalidad no puede constituir una p lon a
que nos acabamos de referir sin conveftirla en inútil o inaplicable,

invocación de la legalidad para que cualquier órgano (o cualquiera de sus

la sola

s) de la

Adrninistración Pública pudiera recurrir sus propios acuerdos

Y está fuera de discusión la aplicación al caso de la excepción prevista por el

artículo 63.1 b) de la LBRL, porque además de que el recurso especial inadmitido por el

TAFRC de Gipuzkoa ha sido interpuesto por la Mancomunidad de Tolosaldea y no por

sus representantes en el Consorcio de Residuos, estos últirnos no ejercen en ese órgano

colegiado la representación de los ciudadanos sino de aquella entidad.

óno

' QUo

13
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¡ÉCMO.- En la sentencia31312017 (Rec. de apelación 45912017) reconocimos

la legitimación de la Mancomunidad de Tolosaldea para impugnar los Acuerdos de la

Asamblea General celebrada el 6-05-2016 conforme a la doctrina del Tribunal

Constitucional (A 8-11-2005, n" 39712005; Rec. 674312003; S.5-06-2006, no 17212006)

invocada por la apelante, , porque aquellos acuerdos afectaban a un interés "uti singuli" de

la Mancomunidad, oponible y diferenciable del interés común del Consorcio de Residuos;

en cambio, el recurso especial inadrnitido por la resolución recurrida del TAFRC de

Gipuzkoa, y los rnotivos de ese recurso reproducidos en este proceso, no obedecen a otra

razón que la discrepancia de la recurrente con la legalidad de los Pliegos de la
contratación de la obra "Complejo Medioambiental de Gipuzkoa-Fase 1", esto es, un

interés "uti universi" cuya defensa no puede arrogarse uno de los miembros del órgano

colegiado que aprobó dichos Pliegos, a falla de norma con rango de ley que autorice tal

acción a modo de excepción a la prohibición del artículo 20 a) de la LJCA.

Las disposiciones del Derecho de la Unión Europea y de la legislación interna

sobre contratos del sector pirblico que la recurrente considera vulneradas (principio de

libre concurrencia o libre acceso a la licitación, solvencia de los licitadores,

aseguramiento de la responsabilidad del concesionario, etc.) amparan el interés general de

la entidad pública contratante y, por lo tanto, la protección de ese interés -"en la

legalidad"- no puede confundirse o solaparse con el interés "ad persoman" o "particular"

(no en sentido de privado, sino de opuesto al general de la entidad que ha aprobado los

Pliegos) de uno de los miembros de esa entidad.

Así es que, la anulación de los Pliegos de la contratación no comportaría, más

allá del amparo de la legalidad controveftida, ninguna venta.la para la recurrente, ya que

subsistiría la causa y objeto de la contratación, esto es, el sistema de gestión de residuos y

el proyecto de infraestructuras aprobados por acuerdos anteriores del Consorcio

dernandado, difiriéndose su ejecución a la aprobación de otros Pliegos.

Lógicamente, si el Acuerdo de aprobación de los Pliegos de la contratación no ha

afectado a la,situaci{n.jurídica de la recurrente, la anulación de esos Pliegos no puede

comportar ninguna medida de restablecimiento de dicha situación o en beneficio de esa
/'

parte, sfno de la legalidad en c\estión.
'\

La recurrente, en fin, {stá actuando en defensa de un interés subyacente al acto

recurrido, no de,ün 'interés afectado por ese acto cuya defensa ponga de manifiesto un

conflicto io de Residuos entre esta entidad y la Mancomunidad de

Tolosaldea.

Con la misma raz6n de legitimación (?) la Mancomunidad de Tolosaldea podría

recurrir el acuerdo de adjudicación de la concesión por discrepancia con las puntuaciones

otorgadas a los licitadores u otros rnotivos, o el acuerdo de exclusión de los licitador por
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incumplirniento de los requisitos de solvencia o de inadmisión de sus ofeftas por

anormales o desproporcionadas.

El recurso contencioso no puede tener como finalidad la defensa de la legalidad

fuera de los supuestos de acción pública, y no hay acción pública en defensa de la
actuación de los poderes públicos conforme a la legislación de contratos de ese sector y,

aun de haberla, su ejercicio no podría corresponder a la Mancomunidad de Tolosaldea (o

a cualquier órgano o miembro de esa Administración Pública) sin vulnerar la prohibición

del artículo 20 a) de la Ley Jurisdiccional. Idem, como vamos a ver, respecto a la acción

pública en materias de protección del medio ambiente y de r-rrbanismo.

DECIMOPRIMERO.- Las acciones púrblicas en materia de protección

medioambiental (Art. 3.4 de la Ley 311998 de 27 de febrero del País Vasco) y de

ordenación territorial (Art. 5 f del RDL 712015 que aprobó el texto refundido de la Ley del

suelo y rehabilitación urbana) no autorizan a los órganos (o a cualquiera de sus miembros)

de una Adrninistración Pública a recurrir sus propios actos, a no ser que desconozcamos

la prohibición del artículo 20 a) de laLey Jurisdiccional.

Además, el recurso especial en materia de contratación pública de cuya admisión

se trata en este proceso como cuestión previa al examen de la validez de los Pliegos de la

contratación objeto de ese recurso no puede fundarse en infracciones distintas a las

atinentes a esa materia, so pena de desbordar el ámbito propio del rnismo y la

cornpetencia del órgano administrativo competente para su resolución (Artículos 40 del

TRLCSP y 2 del Decreto Foral2412010 de 28 de septiembre de creación y regulación del

Tribr"rnal Administrativo Foral de Recursos Contractuales) y esto además de que no

podrían plantearse en el proceso contencioso-administrativo dirigido contra el acuerdo de

aquel órgano (de inadmisión o desestimación del recurso especial) cuestiones no

planteadas ante aquel órgano, ajenas a su competencia; cosa distinta a fundar el recurso

contencioso en infracciones de la legislación de contratos del sector p

en aquel recurso.

gadas

A mayor abundamiento, los Pliegos de condiciones de có

aprobados por el Acuerdo de 28-07-2016 de la Asamblea General de

de

el

de

Residuos de Gipuzkoa contemplan la ejecución de dos infraestructuras (Pl

tratarniento mecánico biológico y Planta de valorización energética) previ en

Documento de Progreso 2008-2016 del Plan integral de gestión de res

Gipr"rzkoa (Norrra Foral 712008) y en el Plan Territorial Sectorial de infraestructuras de

residuos (Decreto Foral2412009), y tanibién por e[ PGOU de Donostia y por el PEOU de

Artzabaleta, con dos variaciones respecto a esos documentos que no constituyen

infracción de sus determinaciones vinculantes para el Consorcio de Residuos de

Gipuzkoa:
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a) No se inclLrye en el expediente de contratación la planta de maduración de

escorias, asociada a la planta de valoración energética, lo cual no excluye su

contratación posterior para la ejecución de esa instalación en el lugar que

determina la modificación del Plan Territorial Sectorial aprobada inicialmente

por Orden Foral de 2l-09-2015.

Ni la planificación sectorial y territorial a que nos acabamos de referir requiere

la contratación con unidad de acto de todas las infraestructuras previstas en

esos docur¡entos ni la exclusión de la Planta de nraduración de escorias del

expediente de contratación a que se contrae este proceso comporta la no

ejecución de esa instalación.

b) La dirnensión (final) de la Planta de valoración energética es cuestión que

atañe al proyecto de construcción de esa instalación, conforme al apartado

9.3.1 de la Norma Foral 712008, como también ha argumentado el Consorcio

de Residuos de Gipuzkoa y, por lo tanto, la redimensión de tal infraestructura

no puede constituir una infracción imputable a los Pliegos de la contratación.

DÉCIMOSEGUNDO.- Y en conclusión, la Mancomunidad de Tolosaladea no

estaba legitimada para interponer el recurso especial en materia de contratación contra los

Pliegos aprobados en la Asamblea General del CRG de 28-07-2016 lo que conlleva la

validez de la Resolución 3/ 2016 del TARC de Gipuzkoa ala vez que impide entrar en el

examen de aquel Acuerdo de la entidad demandada.

DÉCIMOTERCERO.- Hay que imponer a la recurrente las costas del

procedimiento, de conformidad con el artículo 139.1 de la Ley Jurisdiccional.

FALLAMOS

Qu,e debemos desestimar y desestimamos el recurso

contencioso-adi,:rinistrativo presentado por la MANCOMUNIDAD DE TOLOSALDEA
contra la Resoluc¡in SIZOIO de 3 de octubre del Tribunal Administrativo Foral de

Recursos Contractuales de Gipuzkoa que inadmitió el recurso especial en materia de

contratación inteipuesto la Mancomunidad de Tolosaldea contra los Pliegos de

condiciones del para el diseño, financiación, construcción, operación y
mantenimiento ,,d,ql o Medioambiental de Gipuzkoa (fase I ) aprobados el

28-07-20t6

imponemos

blea General del Consorcio de Residuos de Gipuzkoa, e

te las costas del procedimiento

Notifíquese esta resolución a las partes, advirtiéndoles que contra la misrna cabe

interponer RECURSO DE CASACIÓN ante la Sala de lo Contencioso - administrativo
del Tribunal Supremo, el cual, en su caso, se preparará ante esta Sala en el plazo de
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TREINTA DÍAS (ar1ículo S9.l LJCA), contados desde el siguiente al de la notificación

de esta resolución, mediante escrito en el que se dé cumplimiento a los requisitos del

artícurlo 89.2, con remisión a los criterios orientativos recogidos en el apartado III del

Acuerdo de 20 de abril de 2016 de la Salade Gobierno del Tribunal Suprerno, publicado

en el BOE no 162, de 6 de julio de 2016,

Quien pretenda preparar el recurso de casación deberá previamente consignar en

la Cuenta de Depósitos y Consignaciones de este órgano jurisdiccional en el Banco

Santander, con no 4697 0000 93 I 160 17 , un depósito de 50 euros, debiendo indicar en

el campo concepto del documento resguardo de ingreso que se trata de un "Recurso".

Quien disfrute del benefrcio de justicia gratuita, el Ministerio Fiscal, el Estado,

las Comunidades Autónomas, las entidades locales y los organismos autónomos

clependientes de todos ellos están exentos de constituir el depósito (DA l5'LOPJ).

Así por esta nuestra Sentencia de la que se llevará testimonio a los autos, lo

pronunciamos, mandamos y firmamos.

PUBLICACIÓN.- Leída y publicada fue la anterior sentencia por el Iltrno. Sr.

Magistrado Ponente de la misma, estando celebrando audiencia pública la Sala de lo
Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, en el día de

su fecha, de lo qure yo el Letrado de la Administración de Justicia doy fe en Bilbao, a 12

de diciembre de 201 8.

Lo anteriormente reproducido concuerda bien y fielmente con el original a que me remito.
que asíconste, libro el presente en Bilbao, a diecinueve de diciembre de dos mildieciocho.

Y para
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Excmos. Sres.

D. Luis MarÍa Díez-picazo Giménez, pres¡dente

D. Wenceslaó Francisco Olea Godoy

D. José Luis Requero lbáñez

D. Francisco José Navarro Sanchís

D. Fernando Román García

En Madrid, a 4 de octubre de 201g

' Visto el recurso de casación preparado por la representación procesal
de la Mancomunidad de Tolosaldea, contra la sentencia dictada en fecha de
12 de diciembre de 2018 por la Sala de lo Contencioso Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de País Vasco, Sección prirnera, en el recurso
núm. 1 16012017, por la Sección de admisión' de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Supremo se acuerda su inadmisión a trámite, por
incumplimiento de las exigencias que el artículo gg.2 de la LJCA impone para
el escrito de preparación, conforme al añículo g0,4.b), y por no ser rerevante,
ni determinante del fallo las infracciones denunciadas como infringidas,
conforme al artículo 90.4.c)de la LJCA.
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Y ello, en primer lugar, por falta de fundarnentación suficiente de que

Concurren alguno O algunos de los supuestos que, con arreglo a los apartados

2 y 3 del artículo 88, permiten apreciar el interés casacional objetivo y la

conveniencia de un pronunciamiento de la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal supremo, conforme al articulo s9.2.f) de la LJCA'

Toda vez que, la parte recurrente construye Su argumentaciÓn sobre la

inaplicaciÓn del artículo 20.a) LJCA, entendiendo que la sentencia de instancia

ha soslayado el articulo 42 del texto refundido de la Ley de Contratos de

Sector Público (Real Decreto Legislativo 3/2011, 14 de noviembre), cuando'

realmente, la sentencia resuelve conjugando ambos preceptos.

Y, en segundo lugar, la inadmisiÓn a trámite se acuerda conforme al

artículo 90.4.c) de la LJCA, porque la infracción denunciada, concretamente la

inaplicación del artículo 20.a) LJCA al ámbito de los recursos administrativos

en el ámbito contractual, no ha sido relevante ni determinante del fallo' toda

Vez que la argumentaciÓn que desarrolla la recurrente en su escrito de

preparaciÓn, suscita esta cuestión de forma novedosa, y,.consecuentemente'

no fue debatida en el proceso ni examinada en la sentencia y

consecuentemente no estuvo presente en la razón de decidir de la sentencia

impugnada [vid. por todos, auto de 2'1 de marzo de 2017 (RCA 308/2016)' FJ

1o, respecto de la inadmisibilidad de cuestiones nuevas en el vigente recurso

de casación contencioso-adminisirativol.

Con imposición de las costas procesales a la parte recurrente, si bien la

sección de admisiÓn fija la cantidad de 1000 euros, como cantidad máxima a

reclamar por todos los conceptos, más lVA, si procede, en favor de cada una

de las partes recurridas y personadas.

y f rrüa el Magistrádo' Ponente.-Doy fe
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